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               SALA CIVIL FAMILIA

                                   PEREIRA – RISARALDA

                                                                                                                         66001-31-03-003-2013-00072-02



El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
Providencia:
Sentencia  – 2ª instancia – 08 de marzo de 2017

Proceso: 

 Ordinario  - Modifica sentencia que accedió a las pretensiones 
Radicación Nro. :
  
 66001-31-03-003-2013-00072-01
Demandante: 

 FRANCISCO JAVIER AGUIRRE GRAJALES Y OTROS
Demandado: 



DIEGO MARÍA AGUIRRE GRAJALES Y OTRO
Magistrado Sustanciador:  
 JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Temas: 


RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL / MORDEDURA DE PERRO / PERJUICIOS MORALES. “Respecto de los daños que inflige un animal, dos normas regulan la responsabilidad en el estatuto civil, que son los artículos 2353 y 2354; para lo que a este análisis interesa, se tiene que distinguir, en ciertos casos, entre los domésticos y domesticados, y los fieros
, en este último caso, si del animal no se reporta utilidad para la guarda o servicio de un predio. Si se trata de los primeros, que es lo que en verdad importa al caso que se resuelve, el artículo 2353 del estatuto civil tiene señalado que “El dueño de un animal es responsable de los daños causados por el mismo animal, aun después que se haya soltado o extraviado, salvo que la soltura, extravío o daño no puedan imputarse a culpa del dueño o dependiente, encargado de la guarda o servicio del animal… Lo que se dice del dueño se aplica a toda persona que se sirva de un animal ajeno; salva su acción contra el dueño si el daño ha sobrevenido por una calidad o vicio del animal, que el dueño, con meridiano cuidado o prudencia, debió conocer o prever, y de que no le dio conocimiento”. Del contenido de esta norma emerge una presunción de culpa, incluso cuando el animal se haya soltado o extraviado, al margen de las excepciones que ella misma refiere, esto es, que no se pueda atribuir culpa de la soltura, extravío o daño, al propietario del animal, o a su dependiente, encargado de la custodia o servicio del mismo. (…) [H]ay acierto en imponer una condena por el daño moral causado al niño Joseph David, muy a pesar de que la prueba sobre su causación es escasa. Sin embargo, lo relevante para el caso es que se trata de un ser que a temprana edad recibió, particularmente del perro “Mateo”, una respuesta agresiva que le causó una seria lesión en su rostro, producto de la cual, es fácil concluir, como una presunción de hombre, que por ser la víctima directa del lamentable suceso, experimentó un dolor interno que, muy seguramente, puede prolongarse en el tiempo, si se tiene en cuenta la secuela que de allí podría quedarle en una parte visible y sensible de su cuerpo. (…) De manera que la cuantía señalada por el Juzgado resulta, en sentir de la Sala, desproporcionada, dado que el resarcimiento de este tipo de daño, ya se sabe, es paliativo, no restaurativo. En ese orden de ideas, la condena se reducirá a la suma de $15’000.000,oo, que ajustada en la proporción antes establecida por la imprudencia de la víctima, esto es, en un 30%, quedará establecida en la suma de $10’500.000,oo. En ese sentido, se modificará el ordinal tercero de la parte resolutiva del fallo.”.
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                                SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, marzo ocho de dos mil diecisiete
Expediente 66001-31-03-003-2013-00072-01
Acta Nro. 118 de marzo 8 de 2017
Se deciden los recursos de apelación interpuestos por los demandados contra la sentencia dictada por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 6 de octubre de 2014, en el proceso ordinario de responsabilidad civil extracontractual que Francisco Javier Aguirre Grajales, Luz Adiela Tamayo Idárraga y Joseph David Aguirre, representado por aquellos, propusieron frente a Diego María Aguirre Grajales y Carlos Eduardo Ángel Mejía. 
ANTECEDENTES  

  



Pidieron los demandantes que se declarara a Diego María Aguirre Grajales y Carlos Eduardo Ángel Mejía, responsables de los daños que les causaron el 16 de mayo y el 5 de julio de 2011, producto de unas mordeduras de perros al niño Joseph David Aguirre Tamayo; que como consecuencia de ello, se les condenara a pagarles “en forma solidaria”, los perjuicios materiales y morales que cuantificaron, estos últimos incluso a favor de Michael Andrés Aguirre Tamayo; los intereses sobre esas sumas y las costas del proceso. 

   



Con ese propósito, expusieron que Joseph David y Michael Andrés Aguirre Tamayo, son hijos de Francisco Javier Aguirre Grajales y Luz Adiela Tamayo Idárraga, quienes laboraban y vivían en la finca La Ínsula, como cogedores de café, predio de propiedad de Carlos Eduardo Ángel Mejía y administrado por Diego María Aguirre Grajales. El 16 de mayo de 2011, Joseph David fue mordido en su rostro por uno de los perros de la finca y recibió graves heridas; posteriormente, el 5 de julio, mientras se encontraba en compañía de su progenitora, fue agredido por otro perro y mordido en la cabeza y uno de los brazos. 

   



Agregan que los demandados, conocedores de la peligrosidad de los perros, solo el 17 de septiembre de 2011, después de que mordieron a otro niño de la vereda, se deshicieron de ellos. Entre tanto, el 7 de julio de 2011, Francisco Javier Aguirre Grajales declaró ante la Corregiduría de Morelia y debido a tales infortunios, abandonaron la finca para proteger a la familia de otros posibles ataques, situación que les ha causado estrés, angustia y depresión. Terminaron diciendo que los perros eran de propiedad de Carlos Eduardo Ángel Mejía. 

  


La demanda fue admitida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito y durante su traslado se pronunciaron los demandados. 

  


Carlos Eduardo Ángel Mejía, por medio de apoderado judicial, se refirió a los hechos, se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones denominadas culpa exclusiva de la víctima, pues en el suceso del 16 de mayo de 2011, el señor Francisco Javier Aguirre Tamayo llevó a su hijo a la casa principal de la finca para pintarla y lo incitó a que tocara al perro, a pesar de que este le gruñó; falta de legitimación en la causa por pasiva, por cuanto él no es propietario de la finca, ni de los perros a que se refiere la demanda; el perro Mateo, era de propiedad de Diego María Aguirre Tamayo, y Pascal, el otro canino, era de la finca. 

 


El apoderado en amparo de pobreza de Diego María Aguirre Grajales, también se pronunció sobre los hechos y las pretensiones, pero no propuso excepciones; en todo caso resaltó una serie de inconsistencias que, para él, presentaba la demanda.    




 


Resuelta una excepción previa que se propuso, se dio traslado de las defensas; la parte demandante adujo que a un menor nada se le puede endilgar culpa y que la falta de legitimación en la causa no constituye una excepción. 
 


Se llevó a cabo la audiencia de que trata el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil, en la que se escucharon los interrogatorios de las partes; se decretaron luego las pruebas, y practicadas se dio traslado para alegar, lo que solo hizo uno de los demandados. Vino la sentencia de primer grado, que declaró no probadas las excepciones propuestas por Carlos Eduardo Ángel Mejía; declaró la falta de legitimación en la causa de Francisco Javier Aguirre Grajales y Luz Adiela Tamayo Idárraga; declaró a los demandados civil y solidariamente responsables de las lesiones sufridas por Joseph David Aguirre Tamayo, y los condenó a pagarle, a título de perjuicio moral, la suma de $28’335.000,oo, con intereses legales desde la ejecutoria del fallo; negó los perjuicios materiales y condenó en costas a los demandados a favor del menor. 




 
Inconformes, apelaron los demandados afectados. Carlos Eduardo Ángel Mejía, porque (i) el incidente con el perro de nombre Mateo derivó de la imprudencia de los demandantes; y en el caso del perro Pascal, se encontraba en casa de los demandantes, es propiedad de la finca, es decir, de sus dueñas, y no de él; además, este no le causó daños, solo un rasguño en la cabeza sin secuelas; (ii) en consecuencia, como lo sostiene la doctrina, el demandado se exonera cuando prueba una culpa de la víctima; (iii) él no es propietario de la finca donde ocurrieron los hechos y como administrador carece de responsabilidad; además, el perro “Mateo” es de propiedad de Diego María Aguirre; y (iv) el monto de los perjuicios morales desborda todo criterio de equidad y justicia, fuera de que faltó sustentar la condena. 
  



Y Diego María Aguirre expuso que (i) es improcedente la condena en costas, porque está amparado por pobre; (ii) las lesiones fueron producidas por un animal doméstico, por tanto no hay presunción qué destruir; (iii) el niño y su padre obraron imprudentemente; y (iv) el juez debe fundamentar su decisión sobre la cuantificación de los perjuicios morales. 
  



CONSIDERACIONES
1. Los presupuestos del proceso concurren todos; y ya que no se avizora nulidad alguna, la decisión será de fondo.
  
Valga acotar que esta providencia cuenta con la participación de cuatro magistrados, dado que el proyecto inicial no fue aceptado por los restantes integrantes de la Sala, cada uno con posiciones divergentes entre sí y con el sustanciador, como se verá en los salvamentos de voto, lo que implicaba la participación de un cuarto magistrado para obtener la mayoría respecto de una de las tres tesis planteadas
.  
2. Se debate aquí la responsabilidad de Diego María Aguirre Grajales y Carlos Eduardo Ángel Mejía, derivada de las mordeduras que unos perros le propinaron a Joseph David Aguirre Tamayo, a consecuencia de las cuales se les imputa haberle causado perjuicios morales. Ellos, por su parte, discuten, que la culpa fue de la misma víctima; que el señor Ángel Mejía no era propietario de los caninos; y que se omitió fundamentar los exagerados perjuicios morales impuestos. Así que la Sala deberá despejar esos tres asuntos.
3.
Se empieza por señalar que el Juzgado desestimó las pretensiones de los señores Francisco Javier Aguirre Grajales y Luz Adiela Tamayo Idárraga, por falta de legitimación en la causa por activa, aspecto que no fue replicado por ellos, con lo cual, ha quedado por fuera de la esfera de la Sala, dado lo restringido de la alzada, en los términos del artículo 357 del C. de P. Civil, vigente para la fecha en que se interpusieron los recursos. 

4.
El Código Civil enseña que “El que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga por la culpa o el delito cometido” (art. 2341). Allí se compendia la responsabilidad civil por los delitos y las culpas, que entraña la concurrencia de tres elementos básicos: el hecho (culposo), el daño, y el nexo causal entre aquellos. Es lo que, en síntesis, se conoce como la responsabilidad con culpa probada, de manera genérica, lo que indica que es el demandante el que tiene la carga de demostrar cada supuesto. 

Pero, eventos hay, en los que la culpa se presume y, por consiguiente, al demandante le basta acreditar el hecho, el daño y la relación causal, pues queda relevado de probar aquella, en tanto que al demandado, para exonerarse de tal imputación tácita, solo le queda demostrar una eximente de responsabilidad, sea por una fuerza mayor o un caso fortuito, el hecho de un tercero o la culpa exclusiva de la víctima. 

Respecto de los daños que inflige un animal, dos normas regulan la responsabilidad en el estatuto civil, que son los artículos 2353 y 2354; para lo que a este análisis interesa, se tiene que distinguir, en ciertos casos, entre los domésticos y domesticados, y los fieros
, en este último caso, si del animal no se reporta utilidad para la guarda o servicio de un predio. Si se trata de los primeros, que es lo que en verdad importa al caso que se resuelve, el artículo 2353 del estatuto civil tiene señalado que “El dueño de un animal es responsable de los daños causados por el mismo animal, aun después que se haya soltado o extraviado, salvo que la soltura, extravío o daño no puedan imputarse a culpa del dueño o dependiente, encargado de la guarda o servicio del animal… Lo que se dice del dueño se aplica a toda persona que se sirva de un animal ajeno; salva su acción contra el dueño si el daño ha sobrevenido por una calidad o vicio del animal, que el dueño, con meridiano cuidado o prudencia, debió conocer o prever, y de que no le dio conocimiento”.
Del contenido de esta norma emerge una presunción de culpa, incluso cuando el animal se haya soltado o extraviado, al margen de las excepciones que ella misma refiere, esto es, que no se pueda atribuir culpa de la soltura, extravío o daño, al propietario del animal, o a su dependiente, encargado de la custodia o servicio del mismo. 
Así que son varios los presupuestos que tienen que probarse en este tipo de responsabilidad por parte de la víctima o afectado: el hecho, el daño, el nexo causal y la propiedad del animal o el servicio del que el demandado se vale, ya que la culpa se presume. Y al demandado le corresponde, para liberarse de la responsabilidad, acreditar una de las aludidas exonerantes o que la soltura o extravío no provino de su culpa o de la de su dependiente o de quien debía vigilar al animal
-
.
De tiempo atrás, resaltó la jurisprudencia esos presupuestos, así:  
En resumen de lo expuesto, como doc​trina de la situación regulada por el ar​tículo 2353 del Código Civil, cabe desta​car lo siguiente:

a) Los daños causados por un animal, “aún después que se haya soltado o extra​viado” comportan una presunción de cul​pabilidad para su dueño o para la persona que de él se sirve;

b)  La referida presunción únicamen​te releva a quien la invoca del deber de probar la culpa del dueño o guardián del animal, porque el daño y la relación de causalidad con el hecho perjudicial debe probarlos en todo caso;

c)  Dichos dueño o guardián no pueden exonerarse de la referida presunción de cul​pabilidad limitándose a afirmar o a de​mostrar ausencia de culpa de su parte en la ocurrencia del daño;

d)  Tal exoneración o reducción, según el caso, de la obligación de resarcir el per​juicio, según el claro texto del artículo 2353 sólo tiene cabida en forma, total, si el due​ño o el guardián demuestran plenamente un hecho positivo y concreto consistente en que el daño causado por el animal obedece a fuerza mayor o caso fortuito o culpa ex​clusiva de un tercero, y en forma parcial, cuando también medió culpa de la propia víctima o de un tercero y en proporción a la influencia determinante que estos ha​yan tenido en la ocurrencia del daño (ar​tículo 2357 C. C.). Es obvio que si el per​juicio se produjo como consecuencia de culpa exclusiva del damnificado, el dueño o el guardián del animal quedan exonera​dos totalmente de responsabilidad.

5.
Como bien lo señala la alta Corporación, por más que se presuma la culpa, si la víctima contribuyó al daño, habrá lugar a la reducción de que trata el artículo 2357 del C. Civil, en virtud del cual “La apreciación del daño está sujeta a reducción, si el que lo ha sufrido se expuso a él imprudentemente”, a menos que su culpa sea exclusiva, porque, en tal caso, el propietario o el guardián del animal, queda relevado de responsabilidad.  
Sin embargo, esta norma debe analizarse en su verdadera dimensión, cuando la víctima es un incapaz, del cual, en principio, no se predica que pueda cometer culpa (art. 2346 C. Civil). En realidad, cuando en un caso de concurrencia de culpas se trata, si la víctima es de estas características, la que de ella se manifiesta es diferente a aquella que genera responsabilidad, pues corresponde a la que deriva de un hecho involuntario que le reporta una consecuencia desfavorable
. Esta Sala ya ha tenido ocasión de señalar sobre el particular
 que: 

…el tratamiento que le da la asesora judicial de los demandantes a la culpa que se le atribuyó a la menor, no corresponde a su genuino sentido.  Ya se dijo, y se repite, que un menor de diez años no es capaz de cometer delito o culpa; pero cuando a ello se refiere el artículo 2346, dicha culpa es, sin duda, aquella generante de daño, de la que trata el artículo 2341 del estatuto civil y no la expresión genérica de “culpa” que en una de sus acepciones se entiende como la “...Responsabilidad, causa involuntaria de un suceso o acción imputable a una persona...” 
 que sí se puede predicar de cualquier persona para significar, sencillamente, que fue la causante de un suceso determinado, sin que por ello se deba concluir que infligió con su conducta un daño específico.

Esta no es una posición novedosa; por el contrario, el tratadista Tamayo Jaramillo se ocupa de ella y trae a relación dos providencias de la Corte, que no por añejas han perdido vigencia y de las cuales bien vale la pena citar, al menos, la del 8 de septiembre de 1950, que en lo pertinente señaló:

 “..Al tenor del art. 2346 del C.C., que erradamente le sirvió de apoyo al sentenciador para no tener en consideración el hecho de la víctima, consideró el Tribunal que, siendo los menores de diez años incapaces de cometer delito o culpa, no podía tenerse en cuenta el acto imprudente del niño que fue víctima del accidente, al situarse sobre los rieles de la carrilera donde necesariamente habría de pasar el autoferro. Tesis injurídica del Tribunal, porque, como lo ha dicho la Corte en el fallo del 15 de marzo de 1941, ‘en la estimación que el juez ha de hacer del alcance y forma en que el hecho de la parte lesionada puede afectar el ejercicio de la acción civil de reparación, no hay para qué tener en cuenta el fenómeno de la imputabilidad moral para calificar o no como culpa, la imprudencia de la víctima, porque no se trata entonces del hecho fuente de responsabilidad extracontractual, que exigiría la aplicación de un criterio subjetivo, sino del hecho de la imprudencia simplemente, objetivamente considerado como un elemento extraño a la actividad del actor’...” 
.
6. 

Ahora bien, se recuerda que de conformidad con el artículo 303 del CPC, toda providencia judicial, salvo aquellas que se limiten a disponer un trámite, deben ser motivadas, aunque tal ejercicio sea breve, siempre que se precisen las razones de la decisión. Esta obligación (que aparece reproducida en el artículo 278 del CGP), es de elemental lógica, porque a partir del discernimiento del juez sobre los asuntos sustanciales puestos a su consideración, podrán saber las partes a qué atenerse para, por ejemplo, impugnar, o pedir una complementación o una aclaración. Es decir, no es una tarea de poca monta, sino el reflejo fiel de la actividad del operador judicial, en punto a legitimar sus decisiones, para que ellas no se juzguen de amañadas, inconsistentes, caprichosas o arbitrarias; además, para que sobre ellas pueda recaer un real disentimiento por parte de los litigantes, junto a un verdadero control de legalidad en segunda instancia, que se torna complejo si el funcionario de primer grado omite precisar las razones que lo llevaron a tal o cual condena o absolución. 
  
Recientemente, en sede constitucional, recordó la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, que: 

Varios principios y derechos en los regímenes democráticos imponen la obligatoriedad de motivar la sentencia judicial: el de publicidad porque asegura la contradicción del fallo y muestra la transparencia con que actúan los jueces, pues si hay silencio en las causas de la decisión no habrá motivos para impugnar; el de racionalidad para disuadir el autoritarismo y la arbitrariedad; el de legalidad porque el fallo debe estar afincado en las normas aplicables al caso y en las pruebas válidamente recaudadas; los de seguridad jurídica y confianza legítima y debido proceso, entre otros, para materializar el principio de igualdad y aquilatar el Estado Constitucional.

El deber de motivar toda providencia que no tenga por única finalidad impulsar el trámite, reclama, como presupuesto sine qua non, que la jurisdicción haga públicas las razones que ha tenido en cuenta al adoptar la respectiva resolución, de tal manera que tras conocérselas se tenga noticia de su contenido para que no aparezca arbitraria, caprichosa, antojadiza, sino producto del análisis objetivo, amén de reflexivo de los diferentes elementos de juicio incorporados al plenario y dentro del marco trazado por el objeto y la causa del proceso.
.

7. 
En estas precisiones generales se destaca, por último, que el daño moral, como una categoría de los perjuicios extrapatrimoniales que la víctima puede sufrir a causa de un suceso determinado, imputable a la culpa de otro, se relaciona con la esfera afectiva o íntima de la persona debido al dolor, la aflicción, la tristeza, la amargura que para ella se deriva. Por esa misma naturaleza, la tasación de la indemnización no es propiamente reparativa, sino paliativa, en la medida en que es difícil cuantificarla en cada caso específico. Esa es la razón por la cual se le ha deferido al juez, a su arbitrio, la fijación del monto que, de acuerdo con las probanzas, incluidas las presunciones de hombre (como en el caso de la víctima directa, o de las personas cercanas), estime prudente para reparar la congoja. 

  
Insiste permanentemente la jurisprudencia en que: 
El daño moral recae sobre la parte afectiva o interior de la persona, al generar sensaciones de aflicción, congoja, desilusión, tristeza y pesar
, de tal suerte que, no constituye un “regalo u obsequio gracioso” sino una compensación a la perturbación del ánimo y al sufrimiento espiritual generador de disminución e impotencia.

Justamente por las características que le son ínsitas, no es de fácil laborío la fijación del quantum que ha de reconocerse a la persona afectada, pero eso no es óbice para determinar, en una suma concreta, el monto de la correspondiente condena, teniendo en cuenta, en todo caso, que tal valoración debe estar guiada por los principios de reparación integral y equidad.

Sobre ello ha dicho la Corte que “es cierto que son de difícil medición o cuantificación, lo que significa que la reparación no puede establecerse con base en criterios rigurosos o matemáticos; pero ello no se traduce en una deficiencia de esa clase de indemnización, sino en una diferencia frente a la tasación de los perjuicios económicos cuya valoración depende de parámetros más exactos”. (CSJ SC Sentencia de 9 de diciembre de 2013, radicación n. 2002-00099).

Este perjuicio ha estado tradicionalmente confiado al discreto arbitrio de los funcionarios judiciales, lo que no “equivale a abrirle paso a antojadizas intuiciones pergeñadas a la carrera para sustentar condenas excesivas, sino que a dichos funcionarios les impone el deber de actuar con prudencia, evitando en primer lugar servirse de pautas apriorísticas…”
. Cuando se habilita al operador a que acuda al arbitrium iudicis, naturalmente, ha dicho la Corte, aquél exige de un procedimiento que debe ser:

“ponderado, razonado y coherente según la singularidad, especificación, individuación y magnitud del impacto, por supuesto que las características del daño, su gravedad, incidencia en la persona, el grado de intensidad del golpe y dolor, la sensibilidad y capacidad de sufrir de cada sujeto, son variables y el quantum debeatur se remite a la valoración del juez”(cas. civ. sentencia de 18 de septiembre de 2009, radicación n. 2005-00406-01).
La Corte ha fijado los parámetros para establecer la cuantía del daño moral, laborío que ha realizado consultando la función de nomofilaquia, hermenéutica y unificadora del ordenamiento que caracteriza a la jurisprudencia; de esa suerte, periódicamente ha señalado unas sumas orientadoras para los juzgadores, no a título de imposición sino de referentes  (CSJ SC sentencia de 28 de febrero de 1990, G.J. No. 2439, pp. 79 ss; así en sentencia sustitutiva de 20 de enero de 2009, radicación n. 993 00215 01, reconoció por daño moral, cuarenta millones de pesos, y en decisión de 13 de mayo de 2008, reiterada en Dic. 9 de 2013, Rad. 2002-00099, noventa millones de pesos).

Cual se observa, la cuantía del daño moral se estima en cifras que la Corporación reajusta de tiempo en tiempo, mismas que han de servir de directrices u orientaciones para los jueces de instancia. 

Es bueno destacar a este respecto, que el inciso sexto del artículo 25 del Código General del Proceso, tomó la estimación del perjuicio extrapatrimonial (moral y a la vida de relación), como criterio para establecer la competencia. Al efecto dice: “Cuando se reclame la indemnización de daños extrapatrimoniales se tendrá en cuenta, sólo para efectos de determinar la competencia por razón de la cuantía, los parámetros jurisprudenciales máximos al momento de la presentación de la demanda”.

En consecuencia, la condena que por este concepto dispuso el juez de primera instancia, fijada en cincuenta y seis millones seiscientos setenta mil pesos ($56.670.000.oo), se determinó, dijo, “atendiendo las particulares condiciones de la ofendida, dadas las secuelas corporales y de rostro quedadas, y el dolor que emerge del estado físico en que quedó”, estimación que atiende reglas de equidad y no se observa irracional, insuficiente o desbordada a partir de las secuelas que le dejó el accidente a la actora y de los parámetros señalados por esta Corporación.

En efecto, en los folios 10 a 11 aparece el informe técnico médico legal “de lesiones no fatales”, elaborado por el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, entidad que concluyó que la incapacidad era de sesenta (60) días, con “deformidad física que afecta el cuerpo, de carácter permanente”.

  
9.
Es relevante, para resolver, lo siguiente:
a. No se debate que en la finca La Ínsula vive Diego María Aguirre Grajales con su familia, en calidad de agregado; y que también allí habitaba Francisco Javier Aguirre Grajales, en calidad de trabajador, junto a sus familiares, incluido el niño Joseph David Aguirre Tamayo, según fue aceptado por ambas partes. 

b. Está acreditado que ese inmueble es de propiedad de Pedro y Lucía Ángel Giraldo, Diana y Rosa Elena Ángel Arenas (f. 18, c. 4). 

Igualmente, que al frente de la administración del predio está Carlos Eduardo Ángel Mejía; él mismo respondió en el interrogatorio absuelto (f. 90), y es lo que refieren sus propios testigos, que económicamente les paga a los trabajadores, vende el café, recolecta los dineros, efectúa los pagos; y en lo agrícola, junto a Diego Aguirre, toma las decisiones pertinentes. Incluso este, señaló que tiene por dueño a Carlos Eduardo (f. 88, c. 1). 

c. Por fuera de discusión, además, está el hecho de que en la aludida finca había varios perros, entre ellos los llamados “Mateo” y “Pascal” o “Pacal” (en adelante “Pascal”); igualmente, como se aceptó en la demanda (f. 33, c. 1), en la contestación (f. 64, c. 1) y en los interrogatorios (f. 83 y 91, c. 1), que ambos agredieron al niño Joseph David; el primero, en mayo de 2011, y el segundo en julio del mismo año.  

En este punto se advierte que la lesión que causó “Mateo” fue la de mayor entidad y quedó registrada en la historia clínica del niño (f. 16, c. 1), como una mordedura que causó una lesión de aproximadamente 3 centímetros en hemicara izquierda infraorbitaria y herida palmar de aproximadamente dos centímetros en la región tenar de la mano derecha. 

La que propinó el perro “Pascal”, se consignó en la atención de urgencias que se le dispensó el 7 de julio de 2011 (f. 24 y 25, c. 1); se trató de una herida en cuero cabelludo con sangrado escaso, y otra en el brazo izquierdo de dos centímetros, superficial, y sangrado escaso. 

d. Se admitió por los demandados que “Mateo” fue llevado a la finca por Diego María Aguirre, en tanto que “Pascal”, lo fue por Carlos Eduardo Ángel (f. 83, 84, 90, c. 1). 

e. La descripción que se tiene de los perros es que son criollos (f. 86, c. 1); “Mateo” es un cruce entre criollo y pastor alemán (f. 93, c.1).

f. Estos animales servían para la seguridad de la finca, según relató Francisco Javier Aguirre Grajales (f. 94, c.1) y es lo que se infiere de la contestación de la demanda (f. 64, 65, c.1). 
g. “Mateo” permanecía en la casa principal y “Pascal” en la del agregado; este último estuvo amarrado, pero se soltó varios días antes del suceso, según lo admitió Diego María Aguirre (f. 83, c. 1). 

h. Ni uno, ni otro, hasta el momento en que agredieron a Joseph David, había atacado o herido a otras personas. Al detener un poco la atención en este punto, quiso la parte demandante demostrar la agresividad de los canes, tanto en los interrogatorios, como con los testimonios. A este respecto, más allá de las contradicciones de Francisco Javier Aguirre Grajales, es pertinente destacar, ya que él mismo la aportó, la declaración que rindió por fuera del proceso, bajo juramento, en la Corregiduría de Morelia, el 7 de julio de 2011, en la que explicó que fue a realizar un trabajo en la casa de la finca, llevó a Joseph David, allí estaba “Mateo” y le dijo al niño que lo tocara, porque no consideró al animal peligroso, pero cuando el niño se inclinó para hacerlo, agresivamente se levantó y lo atacó. Luego contó que ese día, 7 de julio, tres niños que estaban en su casa salieron a jugar y en un momento Joseph se agachó a recoger algo y “Pascal” se le tiró agresivamente. A raíz de esos sucesos, decidió irse de la finca. 

   



En la respuesta a las excepciones (f. 76, c. 1), la apoderada judicial de los demandantes negó que Francisco Javier le dijera a su hijo que tocara al perro, “esa afirmación es absurda”, dijo, pues el menor no se acercó al animal, ya que tenían conocimiento de que era bravo y mantenía encerrado, a toda persona que pasara cerca de la finca la agredía; el niño, agregó, no ingresó al sitio donde estaba el perro, era el dueño el que los dejaba por fuera. 

  



Contrario a ello, en el interrogatorio que absolvió Francisco Javier (f. 93), empezó por reconocer la aludida declaración extraprocesal, con algunas precisiones sobre la raza de los perros y lo que iba a hacer el niño cuando fue agredido la segunda vez, que era recoger un cucarrón. Por lo demás, reiteró que en la primera ocasión, el niño le preguntó que si podía tocar a “Mateo” y él le dijo que sí, porque era un perro que compartía con la familia. Sin embargo, luego señaló que cuando soltaron al perro cambió su conducta, “atacaba a las personas, incluso se peleaba con otros perros, atacaba las gallinas, de hecho le mató varias…”. También señaló que “Pascal”, además de su hijo, mordió también a José Aguirre, pero nada se hizo. 

Ocurre, sin embargo, que respecto de “Mateo”, lo que admitió Diego María Aguirre es que no permanecía amarrado, sino que estaba en la casa principal (f. 89, c.1), de manera que esa apreciación que hace el co-demandante, está alejada de la realidad, en lo que a ese suceso se refiere, además, porque tampoco existe una prueba exacta que señale que los perros fueran bravos. 

José James Tamayo Idárraga, hermano de Luz Adiela Tamayo, indicó que cuando iba a la finca a visitar a su colateral, veía tres perros que al llegar “trataban de atacarlo” y “como eran tres a veces atacaban todos al mismo tiempo”. Mas, luego explicó que era cuando arrimaba en su moto que los perros tiraban a morderle los pies, y cuando llegaban otros visitantes salían ladrando, pero nunca vio que mordieran a alguien, aunque le contaron que a una señora que fue de visita sí, pero ese relato es completamente aislado, si bien, ninguna de las partes dio cuenta de esa circunstancia. 

Juan David Tamayo Idárraga, hermano del anterior, mencionó que cuando soltaron a los perros, dejó de ir a la finca con su hija, porque era un peligro, pues se trataba de “perros grandes”; agregó que en una ocasión oyó una algarabía, porque “el perro” estaba persiguiendo a una gallina y la mató, pero no señaló cuál de todos, ni siquiera identificó al que mordió a su sobrino. También dijo que cuando llegaba en la moto los perros salían como a morderle los pies, a atacarlo, pero nunca lo hicieron. 

De estos dichos es difícil colegir que los perros fueran bravos, o que hubieran agredido a otras personas. Su credibilidad en cuanto refieren que los animales salían en persecución de las motos no está entredicho; pero de allí no se sigue que la predisposición de los animales fuera la de atacar a las personas que se les acercaban. 
Estos testigos fueron tachados por su parentesco con los demandantes; pero, a vuelta de revisar sus intervenciones, no se halló en ellos ningún ánimo de faltar a la verdad, o de tergiversar lo que es objeto de esta decisión; todo lo que hicieron, como se resaltó, fue exponer su percepción sobre la situación de los perros que tenían en la finca, solo que de allí no se alcanza a colegir ninguna situación que favorezca a sus parientes. Por tanto, esas tachas se negarán, ya que en la sentencia revisada nada se dijo.  

Más bien, como dijeron María Duviar Quintero Pérez (f. 1 a 7, c. 4), cónyuge de Diego María Aguirre, Luis Alfonso Bueno Andica (f. 10, c. 4), quien laboró por un corto período en la finca, y José Vidal Bueno Gañán (f. 13, c. 4), trabajador en ese sitio desde hace muchos años, los perros animales no mostraban signos de violencia. 
Narró aquella, con suficiencia, el tiempo que llevaban los animales en la finca; y en relación con “Mateo”, precisó que Francisco lo cogía del hocico, lo “jalaba por todo el corredor de la casa en presencia de los niños”, decía que era noble y se dejaba hacer lo que quisiera; además, lo abrazaba. A pesar de que ella le llamaba la atención por ese comportamiento, se reía y en lugar de atender, propiciaba que los niños también jugaran con el can. Incluso, relató que para el día del suceso, le preguntó al niño lo que había pasado, y este le indicó que el papá le había dicho que lo tocara, no obstante haberle comentado que le estaba gruñendo. Adicionalmente, manifestó que ese perro nunca había atacado a nadie, ni a su hijo, ni a los trabajadores. 

El segundo, mencionó que durante su corta estadía en la finca, nunca advirtió agresividad en el perro; él y otros trabajadores entraban a la casa grande tranquilos, porque nunca los llegó a atacar. 

Y el último precisó, por ejemplo, que “Mateo” se mantenía encerrado en la perrera, no atacaba a nadie, incluso él entraba a trabajar a aquella casa, donde se mantenía el animal, y no tuvo inconvenientes. 

Estos testigos merecen credibilidad para esta colegiatura, dada la estrecha relación que tenían a diario con el perro “Mateo”; en particular María Duviar y José Vidal, que durante tantos años conocieron de la situación. Dadas las especiales circunstancias en que ocurrieron los hechos que aquí se analizan, es fácil concluir que quienes mejor conocimiento pueden tener de ellos son, precisamente, las personas más cercanas a la víctima y a los demandados, y por ello debe descalificárseles, si sus intervenciones no arrojan luces de parcialidad hacia uno de los sujetos procesales; por el contrario, su concordancia, es muestra del interés por hablar con la verdad, tanto más cuando, en lo crucial de este aspecto que se analiza, coinciden con Francisco Javier Aguirre en que el perro no solía agredir a nadie. 
Ahora bien, es oportuno señalar que también el testimonio de María Duviar Quintero Pérez, fue tachado por sospecha, dado que es la consorte de uno de los demandados. Esa situación no admite reparo, pues en sus generales de ley lo asintió. Sin embargo, la sola relación marital con Diego María Aguirre es insuficiente para desechar sus dichos. A juicio de la Sala, su declaración fue espontánea, libre de algún interés por tergiversar los hechos que la rodearon. Es más, la idea de que su participación pudo tener como finalidad disfrazar la vedad de los mismos, se viene a menos con solo reparar que su dicho coincide con el de los restantes deponentes analizados en este aparte, cada uno de los cuales refrendó lo que ella dijo sobre la mansedumbre habitual de “Mateo”.  
Por eso, se adicionará también el fallo, que omitió este pronunciamiento, para negar la tacha. 
Se concluye, entonces, que los perros no eran agresivos; sus saludos efusivos y los ladridos parecen obedecer a la reacción normal que se conoce de estos animales, antes que a su peligrosidad. 

  



9. Lo reseñado hasta ahora, conduce a estas conclusiones: 

  



Establecido como está, según las pruebas antes resaltadas, que “Mateo” era de propiedad de Diego María Aguirre, pero que servía para el cuidado de la casa principal de la finca La Ínsula, que si bien no es de propiedad de Carlos Eduardo Ángel Mejía, es él quien dispone de ella y de sus frutos, de manera que se beneficiaba con la presencia del animal, cabe a ambos la responsabilidad por la agresión del mismo al niño Joseph David Aguirre Tamayo y, consecuencialmente, deben salir al resarcimiento de los perjuicios derivados del daño causado, aspecto que se analizará más adelante.

  



También con lo acontecido con el perro “Pascal”, pues fue llevado a la finca por el propio Ángel Mejía, es decir, que era de su propiedad, pero, adicionalmente, estuvo siempre bajo el cuidado de Diego María Aguirre Grajales, en la casa que ocupaba dentro de la finca. 

  



Se descarta así, uno de los argumentos de la alzada. 

  



Otro de ellos, guarda relación con la culpa exclusiva de la víctima, según la califica la parte, como causal de exoneración. Ya quedó consignado que también en este tipo de responsabilidad cabe demostrar una causa extraña, el hecho de un tercero o el de la víctima. Igualmente, que si esta se expuso imprudentemente al daño, hay lugar a la reducción de que trata el artículo 2357 del  C. Civil. También se señaló que si la víctima es un niño, lo que de él se predica no es la culpa que genera responsabilidad, sino el hecho involuntario que le causa un daño. 

  



Aquí, la sola versión de Francisco Javier Aguirre Grajales, antes y durante el proceso, es indicativa de que hubo una conducta reprobable suya, una imprudencia manifiesta como padre del niño, cuando, sin medir ninguna consecuencia, le dijo al menor que tocara al perro “Mateo”, que fue el que le causó la lesión mayor, si bien las que le propinó “Pascal” fueron superficiales y sin ninguna secuela. Joseph David, incitado por su progenitor, siguió sus instrucciones con tan mala fortuna que el animal reaccionó negativamente y le causó la herida en la cara, esta sí, relevante. 

  



Así que, aunque antes se concluyó que se trataba de un perro aparentemente manso, su instinto lo condujo a agredir en ese justo momento, producto de la molestia que le causaba el niño, quien, dice la testigo María Duviar Quintero Pérez, acostumbraba a importunar a los animales, a pesar de que ella le llamaba la atención. 

  



Es decir, que provocado por su padre, Joseph David se expuso imprudentemente al ataque de “Mateo” y, por contera, al daño que le causó, de suerte que, sin que pueda hablarse de un hecho exclusivo de la víctima, porque, en todo caso, en los demandados subsistía el deber de vigilancia y cuidado sobre los perros, sí es pertinente hablar de culpa compartida, para efectos de reducir la indemnización, lo que aquí ocurrirá en un treinta por ciento (30%) de la que al final se estime. 





Resuelto así el segundo problema, queda por elucidar el último, que guarda relación con la cuantía del daño moral impuesto. A este respecto es perentorio señalar, primeramente, que es acertada la crítica que blanden los recurrentes contra el fallo, en la medida en que ningún argumento se ofreció para soportar la condena impuesta, contrariando aquella orientación sentada al comienzo, según la cual toda sentencia tiene que ser motivada. Y es que, no por tratarse de un daño moral, cuya tasación, como también fue aclarado, nace del arbitrio del juez, puede soslayarse tal exigencia, pues, en todo caso, esa especie de daño, como cualquiera otra, tiene que estar debidamente probada. 
   



Allende esa evidente falencia del fallo, sí hay acierto en imponer una condena por el daño moral causado al niño Joseph David, muy a pesar de que la prueba sobre su causación es escasa. Sin embargo, lo relevante para el caso es que se trata de un ser que a temprana edad recibió, particularmente del perro “Mateo”, una respuesta agresiva que le causó una seria lesión en su rostro, producto de la cual, es fácil concluir, como una presunción de hombre, que por ser la víctima directa del lamentable suceso, experimentó un dolor interno que, muy seguramente, puede prolongarse en el tiempo, si se tiene en cuenta la secuela que de allí podría quedarle en una parte visible y sensible de su cuerpo. 
 



La cuestión es que, se reitera, la orfandad probatoria es tanta, que en realidad no se ha establecido en el proceso si tales secuelas son irremediables, o si son susceptibles de corrección. Pero además, tampoco se trajo una prueba adicional a aquella presunción que permita establecer la entidad del padecimiento del niño, que pareció un poco intrascendente para él, en la medida en que, como arriba se analizó, permanecía al lado de los perros, producto de lo cual fue otra vez agredido por uno de ellos, como lo relató la testigo María Duviar Quintero, cuya versión fue analizada. 
  



De manera que la cuantía señalada por el Juzgado resulta, en sentir de la Sala, desproporcionada, dado que el resarcimiento de este tipo de daño, ya se sabe, es paliativo, no restaurativo. En ese orden de ideas, la condena se reducirá a la suma de $15’000.000,oo, que ajustada en la proporción antes establecida por la imprudencia de la víctima, esto es, en un 30%, quedará establecida en la suma de $10’500.000,oo. 
  



En ese sentido, se modificará el ordinal tercero de la parte resolutiva del fallo. 
10. 
Como quiera que la sentencia no se confirma ni se revoca totalmente, se abstendrá la Sala de condenar en costas en esta sede, atendiendo lo reglado por los numerales 3 y 4 del artículo 392 del CPC. 
  



No obstante, en vista del resultado de la primera instancia, como bien lo argumenta el codemandado Diego María Aguirre Grajales en la sustentación de su alzada, debió eximírsele de costas en ese grado, por cuanto está amparado por pobre. También en ese sentido se modificará la providencia. 
Y en lo que atañe a Carlos Eduardo Mejía Ángel, el valor de las costas impuestas debe reducirse en un cincuenta por ciento, atendiendo a que las pretensiones fueron atendidas solo parcialmente, pues así lo establecía el numeral 5° del artículo 392 del CPC. Por tanto, se aplicará ese porcentaje a las agencias que fueron fijadas en el fallo. 

   



Ningún otro pronunciamiento cabe sobre las costas, a pesar de que los demandantes a quienes se les negaron las pretensiones han debido cargar con ellas, pues ese aspecto de la providencia no fue motivo de impugnación.  
DECISIÓN

En consonancia con lo discurrido, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, respecto de la sentencia dictada por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira el 6 de octubre de 2014, en el proceso ordinario de responsabilidad civil extracontractual que Francisco Javier Aguirre Grajales, Luz Adiela Tamayo Idárraga y Joseph David Aguirre, representado por aquellos, propusieron frente a Diego María Aguirre Grajales y Carlos Eduardo Ángel Mejía, 
RESUELVE:

1. Modificar el ordinal tercero del fallo, en el sentido de que el valor del perjuicio moral, efectuada la reducción respectiva, se fija en la suma de DIEZ MILLONES QUINIENTOS MIL PESOS ($10’500.000,oo.).
2. Modificar el ordinal quinto, en cuanto a que las costas de primera instancia serán a Cargo de Carlos Eduardo Mejía Ángel, en un cincuenta por ciento (50%), y a favor de Joseph David Aguirre Tamayo. De ellas se exonera a Diego María Aguirre Grajales.
3. Confirmarla en lo demás. 
4. Adicionarla para negar las tachas propuestas. 
5. Sin costas en esta instancia. 
Notifíquese

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

               DUBERNEY GRISALES HERRERA 
    Con salvamento de voto



  Con salvamento de voto
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